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Posición de la Comunidad Mapuche Las Costas del Pueblo 
Lule ante la Reforma, Actualización y Unificación de los 

Códigos Civil y Comercial de la Nación 
 

Nombre y Apellido: David Torres 
DNI: 26.030.430 
Organización: Comunidad Las Costas 
Pueblo: Lule 
 
Actualmente nos encontramos ante un hecho histórico de reparación y refundación 
del Estado, proceso en el que se enmarca la reforma, actualización y unificación de 
los Códigos Civil y Comercial. En el presente proyecto se incorpora como 
basamento jurídico del Estado la propiedad comunitaria, otorgando seguridad 
jurídica y territorial para las comunidades indígenas, equiparándola con la 
propiedad privada, máximo baluarte que ha tenido el Estado argentino desde su 
fundación. Elevamos nuestra propuesta debatida e impulsada desde el territorio, la 
cual incluye aportes y modificaciones al texto propuesto por el Poder Ejecutivo. 
 
Nuestra intervención tendrá como eje central el Derecho Colectivo (contemplado 
en el Capítulo 4, Art. 14 del proyecto de reforma). Los derechos de los Pueblos 
Originarios, por su carácter de preexistente, son esencialmente colectivos pues 
cada Pueblo Originario, tiene una estructura institucional propia, de carácter 
político, económico, cultural y social que se distingue del resto de la sociedad. Estas 
estructuras institucionales, tiene prácticas y costumbres tradicionales o sistemas 
jurídicos propios, que conforman un conjunto y les incumben a todos sus 
miembros. En este sentido proponemos la inclusión de derechos colectivos 
específicos que contemplen a los Pueblos Indígenas y sus Comunidades. 
 
El sujeto de derecho en el derecho consuetudinario indígena es, fundamentalmente, 
colectivo. Dicha perspectiva se integra en lo que se enmarca como derecho 
indígena; esto es el derecho planteado desde la visión reparadora fundamentada en 
la preexistencia de los pueblos originarios afectados por los procesos de genocidio y 
exterminio cultural durante la conquista y la colonización (en sus múltiples etapas), 
desarrollado en el marco de la doctrina universal de los derechos humanos a partir 
de los movimientos reivindicatorios liderados por los pueblos indígenas.  
 
Invocando los derechos otorgados por la Constitución Nacional en el Art. 75 Inc. 
17, que reconoce el carácter de preexistentes de los Pueblos Indígenas, garantiza el 
respeto a la identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural; 
reconoce la personería jurídica, como así también la posesión y la propiedad de las 
Tierras y Territorios que tradicional y ancestralmente ocupamos; y establece la 
regulación de la entrega de otras Tierras y Territorios, aptas y suficientes para el 
desarrollo como Pueblos. A su vez asegura la participación respecto a los recursos 
naturales existentes en nuestros Territorios y demás intereses que nos afecten, 
planteamos una posición con respecto a esta reforma que responde al derecho 
vigente. 
 
Las normas constitucionales invocadas son la fuente de la postura de la comunidad 
indígena que acá se presenta. Responden a una nutrida jurisprudencia que fija 
estándares de Derecho Indígena tanto nacional como internacional. Haciendo 
presente que el Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo en 
vigor, con rango supralegal, así como la Declaración de la Organización de la 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, establecen el 
Derecho a la Participación y a un proceso adecuado de Consulta para los Pueblos 
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Indígenas, entendemos que esta audiencia debe tomar la postura que acá 
presentamos como parte de este derecho y no como una mera opinión o ponencia.   
 

Sólo abandonando las recetas externas, que han consolidado la desigualdad en pos 
del interés de unos pocos y creando nuevas herramientas institucionales que 
recuperen las raíces de la América profunda, podremos romper con la colonialidad y 
avanzar hacia un Estado soberano. Para esto será fundamental profundizar leyes y 
normativas que permitan la Participación y Consulta de los Pueblos Originarios y 
Ley de Propiedad Comunitaria y la actualización de la Ley 23.302 de políticas 
indígenas. También será central modificar el rango del Instituto Nacional de 
Asuntos Indígenas (INAI), otorgando una jerarquía mayor concordante con la 
necesidad de crear una política indígena real, que trascienda la mera concepción 
asistencial y que, tomando como ejemplo las experiencias Sudamericanas, se 
avance hacia un Estado Plurinacional y Pluricultural que incorpore a los 38 Pueblos 
Originarios y sus más de 2000 comunidades que integran el actual territorio 
argentino. 

 

 


